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    A nuestros hijos:


    Ana María & Eduardo y Ricardo

  


  
    PRÓLOGO 
 CONSTANCIA



    Cuando yo estaba en el colegio, y el país apenas tenía 170 años, las dos autoras de este libro maravilloso se la pasaban pensando –me consta– en modos de sacar a los colombianos de la injusticia, de la inequidad y de la violencia. Existía una remotísima clase que se llamaba Cívica, de media hora a la semana, en donde se aprendían por encima las conquistas de la democracia que esta Suma de ideales explica a fondo y defiende con convicción, cuando más se está necesitando: todavía se hablaba en los salones de aquel tiempo de la separación de poderes, del gobierno del pueblo, de aquella Constitución regeneradora, de 1886, que empezaba “en nombre de Dios…”, y a mí me iba bien en la materia porque entendía los temas, pero sobre todo era porque tenía a María Teresa Garcés y a Marcela Romero aquí en mi vida. Así quién no. Así cualquiera.


    Cuando se empezó a hablar de la posibilidad de escribir una nueva Constitución, que retratara con precisión tanto el país plural que somos como el país incluyente que pretendemos ser, yo ya sabía que esa era la idea: la doctora Romero, mi mamá, que era la secretaria jurídica del Gobierno, había estado reuniendo constituciones de todos los países para darle forma a la propuesta. Cuando se instaló la Asamblea Nacional Constituyente, el martes 5 de febrero de 1991, yo estaba al día en lo que estaba pasando porque la doctora Garcés había sido una de las cuatro mujeres elegidas en las urnas –junto con 66 hombres de todo el espectro político– para pensar, debatir y redactar la nueva carta política del país: tendrían que haberla visto revisando hasta la última coma del texto, en la madrugada de la última sesión, para entender el tamaño de su compromiso.


    Ser testigo de ellas dos, de su amistad y de su vocación para reparar el mundo, ha sido, es y será un privilegio. Sonará extraño en estos días de partidos desdibujados, pero me parece importante contar que cuando se conocieron, dos menores de edad en la carrera de Jurisprudencia de la Pontificia Universidad Javeriana en pleno Frente Nacional, se hicieron buenas amigas –socias desde entonces–, aunque María Teresa viniera de una familia conservadora y Marcela hiciera parte de una familia liberal. Qué les iban a importar los pulsos bipartidistas a estas dos estudiantes extraordinarias. Al cierre de la presente edición, luego de un par de carreras memorables en la rama judicial, en el Gobierno Nacional y el distrital, y en la oficina de abogadas que montaron juntas, seguían compartiendo la valentía, la compasión, la juventud, la indignación ante las injusticias.


    En los últimos tiempos ha sido común acudir a los antihéroes de las ficciones, desde el escudero Sancho Panza hasta el padrino Vito Corleone, para investigar lo humano en todas sus acepciones. En los últimos años ha sido usual, incluso, inventarse dramas para comprender no sólo que los villanos están convencidos de que son los héroes, sino que, a diferencia de los dioses, no son de generación espontánea: los engendra la sociedad que los desprecia. Digo esto para explicar mi fascinación con las autoras de este libro: es que se trata de un par de personajes sin astucias ni lados oscuros ni cinismos, un par de heroínas a regañadientes, como suelen ser las verdaderas heroínas, cuyas vidas ejemplares han sido, son y serán una reivindicación de la bondad, de la ética. Ellas dos le devuelven el prestigio a ser honesto. Ellas dos le devuelven la gracia a repensarse las normas hasta el agotamiento y a cumplir con el deber.


    Qué extraño y qué bello ha sido ser testigo de este par de abogadas que jamás se han tomado a la ligera aquello de servirle al país.


    Dejo constancia de que se sentaron a escribir juntas este libro necesario e iluminador, que de manera brillante les revive la clase de Cívica a los ciudadanos de estos tiempos, porque venían notando que hoy en día ni siquiera podemos dar la democracia por sentada. Me consta que no han bajado la guardia. Me consta que no se resignan a que todo lo que hemos logrado en medio de semejante violencia –la reducción de algunas brechas, la defensa de ciertos derechos, la protección del pluralismo– termine confirmando el proverbio aquel de que “nadie sabe lo que tiene hasta que lo pierde”. Me consta que este texto sobre la Constitución de 1991, que pone en contexto la Carta que nos guía, deja en claro la importancia de asumirla y no cae en condescendencias porque de verdad cree en sus lectores, articula su llamado diario a respetar las reglas del juego y a asumir el criterio de la solidaridad.


    Qué curioso y qué reparador ha sido ser testigo de este par de autoras que no se han dado cuenta de lo mucho que han hecho por todos nosotros: de lo importantes que son.


    Para darle paso al libro de una vez, que el libro es un viaje que le devuelve a uno la fe en los principios republicanos –y sí que lo necesitamos–, cito una de sus frases ganadas a pulso: “¡Dejamos estos ideales constitucionales en su corazón y en sus manos!”, escriben. Y yo copio y pego esas palabras que no puedo ni quiero sacarme de la cabeza, claro, porque me consta que María Teresa Garcés y Marcela Romero han escrito este retrato de nuestra Constitución –de cómo nació, creció, se desarrolló y siguió con vida a pesar de todo– para desempolvar, para restaurar, para revivir los ideales por los que han luchado desde que se encontraron en los pasillos de la universidad. Es increíble, pero sí hay gente así. Sí hay dos abogadas dedicadas a las causas de la democracia. Sí hay dos colombianas que les entregan sus vidas a los demás. Soy testigo. Me consta. Yo las he visto metiéndole la vida entera a enmendar nuestro camino. Sé, porque sigo aprendiéndoles todo, que no han dejado de insistir en la utopía.


    Y lo que más me alegra de este texto es que, a partir de la página siguiente, miles y miles de lectoras y lectores van a tener la suerte que he tenido.


     


    Ricardo Silva Romero

  


  
    INTRODUCCIÓN



    En un foro virtual convocado por una organización de derechos humanos, en tiempos de pandemia, alguno de los presentes preguntó cómo se explicaba que en un país tan complejo como Colombia –donde parecemos no ser capaces de ponernos de acuerdo sobre las cosas más elementales– fue posible que se aprobara una Constitución tan progresista, con garantías efectivas para todos los derechos humanos; se nos ocurrió responder que, así como las personas, los países también tienen momentos de lucidez, y alguien añadió: y de grandeza.


    En los treinta años de vigencia de esta Constitución se llevaron a cabo tantos eventos de celebración, a lo largo y ancho del país, que mostraron el inmenso interés de todas las personas, y especialmente de las y los jóvenes estudiantes, no sólo de Derecho o Ciencia Política, sino de todas las profesiones, por conocer cuáles fueron las circunstancias y los hechos que dieron lugar a la convocatoria de una asamblea constituyente de carácter popular, por elección directa de la gente, por primera vez en nuestra historia, lo que nos sirvió de inspiración para escribir el presente trabajo.


    Nos pareció importante entonces contarles cómo se convocó, cómo fue la integración de la asamblea, su representatividad pluralista y diversa, donde confluyeron personas de diferentes ideologías, partidos políticos, regiones, profesiones y oficios, además de un diverso origen étnico y cultural, y se pusieron de acuerdo en un texto constitucional que rigiera los destinos de Colombia.


    Recogimos entonces en los siguientes ocho capítulos una visión general de los temas más relevantes: el primero describe el protagonismo que lograron los jóvenes de la época para hacer realidad la aspiración del pueblo colombiano de una Constitución que fuera incluyente, que sirviera de brújula para superar las adversidades de un país inmerso en diferentes formas de violencia e inequidad.


    El segundo versa sobre los valores y principios que le dan cimiento a una Constitución fundada en la dignidad humana y en el reconocimiento de que los poderes públicos tienen origen en la soberanía popular, por lo cual su única finalidad es el servicio a los ciudadanos.


    El tercero se refiere al Estado social de derecho, incluyente de todas las personas, razas y creencias, y que, basado en la igualdad, obliga al Estado a ejercer una discriminación positiva en favor de poblaciones en estado de debilidad o vulnerabilidad y establece la autonomía de los territorios.


    Si algo caracteriza la Constitución del 91 es su carta de derechos, a la cual nos referimos en el capítulo cuarto, tanto los civiles y políticos como los llamados de segunda generación: económicos, sociales, culturales y del ambiente, que hoy en día han cobrado igual importancia que los primeros, ya que el ejercicio de unos y otros depende de la cabal realización de todos ellos. Y, para evitar que se vulneren, establece acciones judiciales tanto individuales como colectivas.


    En el capítulo quinto resaltamos los derechos y deberes ambientales, y el papel fundamental que tiene el Estado en su protección mediante la dirección de la economía y la planeación con sostenibilidad ambiental.


    Como una manifestación de la soberanía del pueblo, la misma Constitución estableció mecanismos de participación ciudadana directa, tanto política como en el ámbito social. Este es el tema del capítulo sexto, además de la descripción y el análisis somero de algunas experiencias y algunos ejercicios de participación ciudadana que han tenido lugar.


    Finalmente, el capítulo séptimo describe la forma como está organizado el Estado a nivel nacional, y el capítulo ocho se refiere a la organización territorial.


    Esperamos que el texto así concebido cumpla sus objetivos de dar a conocer el abecé de nuestra organización política, despertar el interés de quienes lo lean en profundizar sus conocimientos, y, sobre todo, sea un aliciente para ejercer la ciudadanía de manera activa, por cuanto la patria nos da la identidad y es tarea de todos construir la convivencia.

  


  
    
CAPÍTULO  1
 ¿CÓMO LOGRARON LOS JÓVENES UN NUEVO PROYECTO DE PAÍS?:
 ALGUNOS ANTECEDENTES Y DIFICULTADES



    Cuando las personas hablan de una “Constitución” están pensando en un conjunto de reglas básicas y de ideales para la gente que vive y comparte un mismo territorio, un mismo país. Cumplir con esas reglas y perseguir esos ideales comunes permiten que todos puedan vivir tranquilos y seguros. Así se construye una sociedad de confianza.


    Aquellos que viven en una misma parte de la Tierra, y van tejiendo una misma cultura y una misma lengua, necesitan que todos obren con respeto por los demás. La mejor manera de lograrlo es sentarse a pensar y ponerse de acuerdo entre todos en qué normas pueden conducir a una sana convivencia.


    Es como cuando en una familia se acuerdan las horas de la comida o de llegada de sus miembros, o las tareas que cada uno debe asumir, porque son las mejores para los unos y los otros.


    También los países necesitan un orden para el desarrollo de la vida social, y la mejor forma de conseguirlo sigue siendo por medio de normas que señalen lo que se debe y lo que no se debe hacer para una vida pacífica.


    La Constitución es la norma de normas. O sea, aquella que deben respetar tanto las personas, como los servidores públicos, y a la que deben ajustarse las leyes que dicte el Congreso, los decretos, resoluciones o circulares que expida el Gobierno, las ordenanzas de las asambleas de los departamentos, los decretos departamentales, los acuerdos de los concejos distritales y municipales, los decretos distritales y municipales, así como todos los actos administrativos y circulares. A continuación, se ilustra la jerarquía de las normas en una pirámide, en cuya cima está la Constitución, a la cual todas deben ajustarse.
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    La Constitución no soluciona los problemas concretos de la gente, sino que sirve de marco para que los gobiernos y el Congreso lo hagan mediante leyes y políticas públicas que la desarrollen, y la justicia resuelva los conflictos que se presenten. Además, para que la ciudadanía participe y haga control social sobre las actuaciones u omisiones de quienes fueron elegidos para que los representen.


    Veremos a continuación los antecedentes y las dificultades que tuvieron los estudiantes, y los sectores sociales que los apoyaron, para lograr la convocatoria de una asamblea constituyente que reformara la Constitución.


    LAS CONSTITUCIONES ANTERIORES A LA DE 1991


    A partir de la declaratoria de independencia el 20 de julio de 1810, Cundinamarca expidió una Constitución en 1811 que estableció un sistema político electivo y representativo, con el nombre de monarquía constitucional, al reconocer a Fernando VII como rey, y condicionó su poder a que viniera a reinar a Bogotá. En 1811 también se expidió la Carta federalista de las Provincias Unidas de la Nueva Granada (Antioquia, Cartagena, Neiva, Pamplona y Tunja), y luego otras siete provincias lo hicieron también y declararon su independencia absoluta de España; otras siguieron sujetas a la regencia y luego al rey.


    Los delegados de las provincias discutieron por mucho tiempo cómo era la mejor manera de organizarse, si con un régimen centralista o con uno federalista, banderas por las que optaron luego los partidos políticos conservador y liberal, respectivamente, lo que dio lugar a varias guerras civiles durante el siglo XIX.


    En 1821, luego de grandes luchas contra los españoles que habían emprendido la reconquista, una vez recuperado el trono español en 1814 por Fernando VII, y habiendo logrado su derrota, con delegados de Nueva Granada, Venezuela y Panamá, se dictó la Constitución de la República de Colombia en Cúcuta, en la que se estableció un régimen centralista y representativo, mediante la elección de las autoridades por los ciudadanos, o sea, los hombres que supieran leer y escribir y que tuvieran propiedad. Se ratificó como presidente a Simón Bolívar, y como vicepresidente, a Francisco de Paula Santander.


    En 1832, una vez que se habían separado Venezuela y Ecuador, a pesar de la esperanza de Bolívar de ver unidos varios de los antiguos dominios españoles, surgió la República de la Nueva Granada, al aprobarse una Constitución centralista para Colombia.


    Con el cambio del poder, en 1843 hubo una nueva reforma que reforzó el centralismo y los poderes presidenciales, y pasados cinco años se expidió la Constitución de 1853, de carácter profederal.


    El federalismo triunfó en la Constitución de 1858, pero la violencia desatada entre liberales y conservadores y el triunfo del liberalismo dieron lugar a la convocatoria de una asamblea constituyente, que se reunió en Rionegro en 1863, y con Panamá y ocho estados soberanos crearon los Estados Unidos de Colombia. Luego de nuevos disturbios, revueltas y guerras locales en los diferentes estados, una vez ganó la guerra, Núñez salió al balcón en 1885 en Cartagena y declaró que la Constitución de 1863 ya no existía. Un consejo de delegatarios nombrados por él lo eligió presidente por seis años y expidió la Constitución de 1886, que abolió el federalismo.


    Las guerras continuaron; Panamá se independizó en 1903 con el apoyo de Estados Unidos, y en 1905, el presidente Rafael Reyes cerró el Congreso y convocó una asamblea constituyente que le extendió el período presidencial hasta 1914, mediante la reforma de 1910.


    La Constitución que estaba vigente en 1991 era la de 1886, cuyas reformas más importantes fueron las de 1910, 1914, 1936, 1945, 1957, 1968 y 1986.


    LA SITUACIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA EN 1989


    La situación del país era desesperada porque los narcotraficantes eliminaban a quienes se les enfrentaran y hacían estallar bombas en las ciudades, y hasta en un avión en pleno vuelo; había también varios grupos guerrilleros en todas las regiones y grupos paramilitares que realizaban masacres y toda suerte de violaciones a los derechos humanos. A ello se sumó el asesinato de miles de líderes del partido Unión Patriótica y de cuatro candidatos a la presidencia. La violencia no paraba y todas las personas vivíamos atemorizadas. El presidente Virgilio Barco pensó que, además de combatir el narcotráfico, como venía haciéndolo, debía llamar a los grupos guerrilleros a que negociaran la paz, como había tratado de hacerlo el presidente Belisario Betancur, y en esas negociaciones, en un principio por el Ejército Popular de Liberación y luego por el Movimiento M-19, se planteó la necesidad de una reforma constitucional.


    Sin embargo, de acuerdo con la Constitución de 1886, esta sólo podía ser reformada por el Congreso de la República, tal como se ratificó en el Plebiscito de 1957, al establecer en su artículo 13 que “En adelante las reformas institucionales sólo podrán hacerse por el Congreso en la forma establecida por el artículo 218 de la Constitución”.


    Es preciso recordar el origen de este pronunciamiento popular de 1957: el 27 de noviembre de 1949 el pueblo eligió presidente a Laureano Gómez, quien poco tiempo después de posesionarse sufrió un síndrome cardiaco que lo obligó a retirarse, y fue reemplazado por Roberto Urdaneta Arbeláez, quien era el designado. Fue entonces cuando el general Gustavo Rojas Pinilla, el 13 de junio de 1953, dio un golpe militar que condujo al país a una dictadura, y Laureano Gómez tuvo que salir al exilio.


    Alberto Lleras Camargo se reunió con Laureano Gómez en Benidorm (1956), luego en Sitges (1957), y firmaron sendos acuerdos tendientes a propiciar el regreso a las formas institucionales de la vida política, seguidos del Pacto de San Carlos. El 10 de mayo de 1957 cayó el general Rojas por presión popular y política, y se decidió nombrar una Junta Militar transitoria, la cual convocaría un Plebiscito que creó el Frente Nacional y restableció las instituciones de las tres ramas del poder público y la democracia electoral.


    El domingo primero de diciembre de 1957 los colombianos salieron a votar en el Plebiscito –que a pesar de su nombre fue más bien un referendo–, una reforma constitucional cuyo contenido se sometía a votación del pueblo, que dijo sí, de manera casi unánime, a validar el Frente Nacional, que fue el acuerdo de paz entre los partidos Liberal y Conservador, que llevaban más de treinta años en una guerra civil no declarada, y acabó así con la violencia bipartidista, mediante el reparto del poder en la Rama Ejecutiva y en la Judicial. Posteriormente se pactó la alternación presidencial entre los dos partidos, durante cuatro períodos.


    Este plebiscito, además, logró algo muy importante para el país: les reconoció a las mujeres los mismos derechos políticos de los varones, las cuales votaron, por primera vez, por su derecho a elegir y ser elegidas.


    Se había intentado reformar la Constitución varias veces, antes de 1991: en el gobierno de Alfonso López Michelsen, el Congreso aprobó el Acto Legislativo no. 2 de 1977, por el cual se convocaba una asamblea constituyente, con dos objetivos:


    
      	Reforma a la administración departamental y municipal.


      	Reforma al Ministerio público, al Consejo de Estado y a la Administración de Justicia y creación de la Jurisdicción Constitucional.

    


    Este acto legislativo fue declarado inconstitucional por la Corte Suprema de Justicia1, por considerar que el Congreso tiene plena capacidad para expedir actos legislativos reformatorios de la Constitución, pero no puede reformarla para modificar el contenido y alcance de su propia competencia.


    En el gobierno de Julio César Turbay Ayala el Congreso expidió el Acto Legislativo No. 1 de 1979, que fue declarado parcialmente inconstitucional por la Corte Suprema de Justicia 2 por errores en su trámite.


    Este acto legislativo buscaba introducir reformas al Congreso, la planeación, el desarrollo regional, el gasto público, la autonomía presupuestal del Congreso, las facultades extraordinarias, el Ministerio Público; creaba la Corte Constitucional y el Consejo Superior de la Judicatura y establecía la inversión del 10 % del presupuesto general de gastos en la rama jurisdiccional.


    En febrero 20 de 1988 Virgilio Barco Vargas, como presidente, suscribió con Misael Pastrana Borrero, como representante de la oposición, el Acuerdo de la Casa de Nariño, con el propósito de convocar al pueblo colombiano a un Referendo para que votara la reforma constitucional que se elaboraría por una comisión preparatoria, integrada por dos ministros, cinco miembros del Partido Liberal, cinco del Partido Conservador, uno del Nuevo Liberalismo y uno de la Unión Patriótica, para que propusieran las materias objeto de reforma, de la que se ocuparía una Comisión de reajuste institucional elegida por el Congreso, la cual constaría de cincuenta miembros y elaboraría el texto que sería sometido a Referendo.


    Este camino de reforma fue fallido, por cuanto el Consejo de Estado el 4 de abril de 1988 decidió suspender provisionalmente el Acuerdo de la Casa de Nariño, por considerar que el Referendo era inconstitucional, ya que la Carta Fundamental sólo podía ser reformada por el Congreso de la República, de acuerdo con el artículo 218 de la Constitución.


    El gobierno de Virgilio Barco presentó al Congreso un proyecto de reforma constitucional el 27 de julio de 1988 que comprendía desmontar el Frente Nacional, reformar el estado de sitio, introducir el referendo, crear la Fiscalía General y el Consejo para la Administración de Justicia. Durante su trámite en el Congreso, el proyecto fue retirado por el Gobierno en 1989, porque un grupo de congresistas pretendió incluir la convocatoria de un referendo para prohibir la extradición, no obstante que en ese momento era la herramienta más efectiva para luchar contra el narcotráfico.


    Esta reforma incluía, además, algunos de los aspectos contenidos en el acuerdo de paz firmado por el Gobierno y el M-19 el 2 de noviembre de 1989, y al ser retirada fue necesario refrendar tales acuerdos de paz, mediante Acuerdo Político del 9 de marzo de 1990, que incluía una reforma electoral, la ampliación de la representación parlamentaria de las minorías y reformas a la administración de justicia.


    Por otra parte, había sectores que no se sentían representados antes de 1991: 87 pueblos indígenas, equivalentes al 3,4 % de la población nacional; los pueblos afrocolombianos, que hoy en día representan el 10,40 % del total de la población; las mujeres estaban totalmente subrepresentadas, a pesar de constituir más del 50 % de la población; las iglesias diferentes a la católica, que era la Iglesia oficial, en virtud del Concordato; algunos sectores políticos que no tenían la posibilidad de participar electoralmente, por la dificultad de competir con los dos partidos tradicionales en un sistema político cerrado, fruto del Frente Nacional; los pobladores de las regiones más apartadas, con una calidad de vida inferior a la de las grandes ciudades; también había una sensación de abandono y exclusión por el excesivo centralismo.
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 Séptima Papeleta (2011), Redacción de El País.3

     
    


    Fue entonces cuando intervinieron los jóvenes. Por iniciativa de los estudiantes de las universidades, que querían que se pudiera convocar una asamblea constituyente que reformara la Constitución, en la misma fecha en que se elegirían miembros de corporaciones públicas y mandatarios territoriales, se realizó una consulta popular que realmente era un plebiscito. Se sumó una papeleta adicional a las papeletas con las que se votaba en esa época, que se denominó la Séptima Papeleta.
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    Esta papeleta fue entregada por los jóvenes4 de mano en mano el 11 de marzo de 1990, y algunos periódicos respaldaron el proceso publicando la papeleta para que la gente pudiera recortarla, y, a pesar de estas dificultades, alcanzó dos millones doscientos mil votos.


    El presidente Barco respaldó esta iniciativa de los jóvenes, ampliamente acogida por el pueblo, y, para que tuviera efectos institucionales, ordenó por medio de un decreto de estado de sitio, el 927 del 3 de mayo de 1990, contabilizar los votos por la papeleta en las elecciones presidenciales que tendrían lugar en mayo de 1990. La Corte Suprema de Justicia lo declaró constitucional,5 por considerar que se trataba de “un verdadero hecho político con el cual el gobierno recogía un clamor popular; una voluntad del constituyente primario”. Fue así como en las elecciones presidenciales de mayo de 1990 se depositaron 4’991.887 votos por la Asamblea Constitucional, equivalentes al 88 % de los votantes.6


    LOS ACUERDOS POLÍTICOS PARA CONVOCAR LA ASAMBLEA



    Los partidos y movimientos políticos que habían obtenido el 96 % en las votaciones presidenciales de mayo –el Liberal, el Movimiento de Salvación Nacional, el Social Conservador y el Movimiento Alianza Democrática M-19– suscribieron un pacto político el 2 de agosto que fue ratificado el 23 del mismo mes, en el cual acordaron los lineamientos de la Asamblea Constitucional; entre otros, la fecha para elección de sus miembros, el período de sesiones, el número de integrantes y sus calidades, los temas a los que debía limitarse la Asamblea, y el control constitucional por la Corte Suprema de Justicia.


    Para continuar con el propósito de darle a Colombia la posibilidad de un cambio constitucional, el gobierno de César Gaviria dictó el decreto de estado de sitio 1926 del 24 de agosto de 1990, en el cual introdujo el Acuerdo Político. La Corte Suprema de Justicia7 declaró constitucional el decreto, luego de un gran debate nacional –no faltaron los opositores–, por considerar que la convocatoria a la Asamblea se ajustaba a los motivos de la declaratoria del estado de sitio, ya que encontraba sustento “en las manifestaciones de violencia que continuamente azotan al país, en la ineficacia de las instituciones para enfrentar esas situaciones, en la necesidad de ‘rediseñar’ dichas instituciones para ponerlas acordes con los tiempos modernos, en la decisión de la voluntad popular mayoritariamente expresada el pasado 27 de mayo a favor de la posibilidad de convocar una asamblea constitucional y –sobre todo– en el fundamento de la legitimidad que debe tener la organización política”.


    No obstante, consideró que todas aquellas limitaciones a esa facultad soberana del pueblo, contenidas en los acuerdos políticos, eran inconstitucionales. Dijo la Corte: “Vamos a estar en presencia de una verdadera asamblea constitucional, donde el pueblo puede escoger su temario y donde se van a tomar las decisiones que ese constituyente primario considera que deben adoptarse sin limitación y sin sujeciones a los acuerdos políticos”. Dio paso, así, de una asamblea constitucional limitada a una Constituyente autónoma y soberana, sin otro límite que el consignado en el mandato popular contenido en el tarjetón.


    El Gobierno convocó Comisiones preparatorias de la Asamblea con expertos, organizaciones sociales, universidades, políticos de todas las vertientes, gremios, sindicatos, etcétera, y en audiencias públicas se debatieron los cambios institucionales que debían hacerse en los diferentes temas, por iniciativa ciudadana. También llegaron a estas Comisiones propuestas de las mesas de trabajo que se convocaron en todos los municipios, con la participación de los concejos municipales, organizaciones, colegios y universidades, que igualmente fueron analizadas, clasificadas y tenidas en cuenta.


    Las conclusiones de estas comisiones fueron retomadas en los proyectos que se presentaron a la Asamblea por los partidos, organizaciones sociales, algunos constituyentes y el Gobierno, lo que dio lugar a que hubiera propuestas coincidentes sobre las cuales ya había acuerdos.


    LA ASAMBLEA CONSTITUYENTE HA SIDO EL FORO PLURALISTA Y DEMOCRÁTICO MÁS IMPORTANTE DE COLOMBIA



    La elección popular de miembros de la Asamblea se hizo el 9 de diciembre de 1990, por listas, por primera vez con un tarjetón impreso y repartido por la Registraduría; con el sistema de circunscripción electoral nacional, se estableció una circunscripción especial para los indígenas, lo que permitió que hubiera representación de todas las fuerzas sociales y regionales: empresarios, sindicalistas, campesinos, políticos, excancilleres, exministros de Hacienda, exmagistrados, excandidatos a la presidencia, investigadores académicos, exguerrilleros, periodistas, minorías políticas, iglesias cristianas, dos jóvenes que habían participado en el movimiento de la Séptima Papeleta; sólo hubo cuatro mujeres: una en la lista liberal, Helena Herrán de Montoya; una de la Unión Patriótica –partido que había sido víctima de múltiples asesinatos a sus líderes–, Aída Avella Esquivel, y dos en la lista de la Alianza Democrática M-19, María Mercedes Carranza y María Teresa Garcés, que no habían pertenecido al grupo insurgente; y, por primera vez, desde la época anterior a la Colonia, tuvieron representación tres indígenas, dos por elección y uno por el grupo desmovilizado Quintín Lame.


    Algunas listas se caracterizaron por tener una composición variada, con personas de distintas vertientes ideológicas y políticas, lo que contribuyó al carácter pluralista de la Asamblea. Cuenta el constituyente Juan Carlos Esguerra que el primer día de sesiones, cuando entró al recinto y vio tanta diversidad en los miembros de la Asamblea, pensó con preocupación: “¿Qué va a salir de aquí?”.


    La Asamblea la compusieron setenta constituyentes elegidos por voto popular y cuatro representantes de grupos guerrilleros que se encontraban vinculados a un proceso de paz, o sea, por un total de 74. La lista mayoritaria fue la de la ADM19, con diecinueve personas; seguida por el Movimiento de Salvación Nacional, con once, y los liberales, mediante la operación avispa,8 obtuvieron veinticinco.
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    De los 74 constituyentes elegidos, sólo hubo cuatro mujeres.
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    CÓMO LLEGARON ALGUNOS REPRESENTANTES DE LOS GRUPOS GUERRILLEROS YA DESMOVILIZADOS A LA ASAMBLEA



    La desmovilización del M-19 creó un ambiente favorable para la convocatoria de una asamblea constituyente, a la cual se unieron otros tres grupos guerrilleros.


    En efecto, el 9 de marzo de 1990 se celebró un acuerdo político entre el gobierno de Barco, los partidos políticos, el M-19 y la Iglesia católica, en el cual, dado el archivo de la reforma constitucional en 1989, se acordó que, a través de mecanismos como la Asamblea Constituyente, se fortalecerían la legitimidad institucional y la aprobación de materias de vital importancia para la consecución de la paz.9


    Ya elegidos los miembros de la Asamblea Constituyente, el 25 de enero de 1991 el gobierno de César Gaviria suscribió el acuerdo final con el Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT), en el cual se fijó fecha de dejación de armas y se concedió a esa organización una presencia y vocería permanentes en la Asamblea Constituyente, con excepción del voto.10


    El 15 de febrero de 1991, en el Acuerdo final suscrito entre el gobierno Gaviria y el Ejército Popular de Liberación, el Gobierno concedió a este dos voceros en la Asamblea Constituyente, los cuales harían tránsito a delegados permanentes de pleno derecho a partir del día siguiente a la dejación total y definitiva de las armas.11 El Acuerdo final entre el Gobierno y el Movimiento Armado Quintín Lame, de origen indígena, fijó el 31 de mayo de 1991 como la fecha en que el movimiento haría dejación de armas, y el Gobierno se comprometía a designar un vocero permanente de la organización ante la Asamblea Nacional Constituyente.12


    LA ASAMBLEA SE DIO SU PROPIO REGLAMENTO



    Los sectores mayoritarios de la Asamblea elegidos en diciembre nombraron algunas personas para elaborar el reglamento de la Asamblea, en lo cual trabajamos durante el mes de enero, con anterioridad a su instalación. Este fue discutido y aprobado en las primeras sesiones.


    La duración de la Asamblea fue de cinco meses, comprendidos entre el 5 de febrero y el 4 de julio de 1991.


    El reglamento previó la creación de cinco comisiones, cuyos presidente y vicepresidente eran de listas diferentes: Primera: principios, derechos, deberes, garantías y libertades fundamentales, mecanismos e instituciones de protección, participación democrática, sistema electoral, partidos políticos, estatuto de la oposición, mecanismos de reforma constitucional. Segunda: ordenamiento territorial del Estado. Autonomía regional y local. Tercera: Gobierno y Congreso. Fuerza Pública. Régimen de Estado de Sitio. Relaciones internacionales. Cuarta: Administración de Justicia y Ministerio Público. Quinta: Asuntos económicos, sociales y ecológicos.


    Las comisiones nombraron subcomisiones, en las cuales personas de diferentes listas debían ponerse de acuerdo sobre temas específicos y presentar la propuesta del articulado correspondiente a la Comisión.


    Se permitió la presentación de proyectos a los Constituyentes, al Gobierno Nacional, al Consejo de Estado, a la Corte Suprema de Justicia, al Congreso, a las organizaciones sociales y a las no gubernamentales, a las universidades y a los grupos guerrilleros que se vincularon a un proceso de paz. Estos proyectos fueron tenidos en cuenta por los ponentes sobre cada una de las materias. El total de los proyectos presentados a la Asamblea de entidades del Estado y constituyentes fue de 131; de organizaciones sociales, o no gubernamentales, fue de 33.


    LA PRESIDENCIA TRIPARTITA



    El primer gran consenso que hubo en la Asamblea fue la presidencia tripartita, compuesta por Álvaro Gómez Hurtado, Horacio Serpa Uribe y Antonio Navarro Wolf, quienes representaban a las tres listas que habían obtenido la votación mayoritaria, a saber, respectivamente: el Movimiento de Salvación Nacional, el Partido Liberal y la Alianza Democrática M-19. Entre ellos hubo total entendimiento en el manejo de la Asamblea y nunca se presentaron resquemores entre Gómez, quien había sido secuestrado meses antes, y sus anteriores secuestradores (el M-19).
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